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PROYECTO DE LEY

El Honorable Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires.

SANCIONAN CON FUERZA DE LEY 

Articulo 1º-  Quedan suspendidas por el plazo de ciento ochenta (180) días, a partir de la publicación de la presente ley, los trámites de ejecuciones que tengan por objeto a la vivienda única o PyME (Pequeña y Mediana Empresa), sea cual fuere el origen de la obligación.

Exceptuase de esta disposición los créditos de naturaleza alimentaría, los derivados de la responsabilidad por comisión de delitos penales, créditos laborales y los causados en la responsabilidad civil. 

Articulo 2º- De forma.

FUNDAMENTOS

El 11 de noviembre del año 2003, el Congreso Nacional sancionó la Ley Nº 25.798 -SISTEMA DE REFINANCIACIÓN HIPOTECARIA- promulgada el 11 de junio y publicada el 11 de julio del mismo año.

La Ley fue creada el con el objeto de implementar los mecanismos de refinanciación previstos en dicho instrumento legal y su reglamentación, para aquellos créditos garantizados con derecho real de hipoteca que cumplieran la totalidad de los siguientes requisitos: (I) que el deudor sea una persona física o sucesión indivisa, (II) que el destino del mutuo haya sido la adquisición, mejora o construcción y/o ampliación de vivienda, o la cancelación de mutuos constituidos originalmente para cualquiera de los destinos antes mencionados, (III) que dicha vivienda sea única y familiar. Están incluidos los mutuos celebrados con entidades financieras o acreedores no financieras.

El ingreso al Sistema de Refinanciación Hipotecaria tiene carácter de optativo, correspondiendo la facultad de ejercer dicha opción únicamente a la parte acreedora, cuando ésta se trate de una entidad sometida al régimen de la Ley Nº 21.526 y sus modificatorias. En los demás casos, la opción podrá ser ejercida tanto por el acreedor como por el deudor.

Nuestra Provincia a adherido a través de la Ley 13.211 a la Ley Nacional Nº 25.798, que en su artículo 26 invita a las provincias a adherirse. De esta forma, se ofrece solución al universo de deudores de los Institutos Provinciales de Vivienda, que son precisamente las familias que necesitan mayores ayudas y a su vez los organismos acreedores son entidades abocadas a solucionar los problemas habitacionales de los sectores de menor capacidad económica, es decir ambos (deudores y acreedores) son merecedores prioritarios del esfuerzo estatal que la implementación del sistema demandara.

La modificación del régimen monetario instaurado por la Ley de Convertibilidad mediante la pesificación y la devaluación, generó un cambio de las bases sobre las cuales se concertarían las nuevas transacciones y/o reformularían las “modificadas” por el cambio de régimen monetario y la coyuntura. El abrupto cambio de escenario económico-financiero y social, comprometieron seriamente la continuidad y futuro de emprendimientos productivos y PyMES, multiplicadores de otros emprendimientos y generadores de empleo, que hoy son deudores hipotecarios, porque dieron en garantía sus viviendas.

Pese a este mecanismo de salvataje implementado por el gobierno nacional, la complejidad de la cuestión y de intereses -especialmente los de más de casi 2 millones de deudores hipotecarios- no encuentra solución, ya que cientos de miles de deudores quedaron excluidos por distintas razones del Sistema de Refinanciación Hipotecaria.

Solamente en la ciudad de La Plata se estima en alrededor de 20.000 los inmuebles afectados, y en 80.000 las personas afectadas si se tiene en cuenta una familia tipo. En la provincia de Buenos Aires, serían 550.000 los créditos hipotecarios en mora, según estimaciones de la Asociación de Defensa de la Vivienda Familiar (ADEVIFRA), siendo similar la situación en el resto de las provincias.

Resulta imperioso legislar de manera más abarcativa y solidaria para proteger a los propietarios de vivienda familiar, derecho humano garantizado por la Constitución Nacional y la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

A tal fin, se encuentra en tratamiento en la Cámara de Diputados de la Nación, un proyecto de ley que propone reformas sustanciales a la 25.798, como: ampliar el alcance del Sistema de Refinanciación a la persona física o jurídica, sin considerar el origen de la deuda, y que por su situación de morosidad o proceso judicial esté en riesgo de ejecución su vivienda familiar o unidad productiva. También eleva el importe de origen del mutuo a pesos doscientos cincuenta mil ($250.000). Modifica el ingreso al Sistema, dándole carácter obligatorio a los bancos y a las escribanías a ingresar al Fideicomiso a su cartera de deudores morosos y en gestión judicial. Asimismo, a los fines de la Instrumentación del Sistema, establece que el fiduciario recalculará las cuotas de capital a una tasa de interés del 3% anual sin indexar el saldo de deuda. Además, propone que el valor de la cuota y el plazo de financiación estarán en función del nivel de ingresos del deudor y que se suspenderá el proceso de ejecución y subasta hasta alcanzar un acuerdo las partes. Finalmente plantea la condonación de la deuda de los deudores cuya situación sea la de desempleado y/o mayor de 70 años y/o enfermo y/o discapacitado.

Por todo esto se presenta este Proyecto de Ley para suspender por ciento ochenta (180) días los  trámites de ejecuciones que tengan por objeto a la vivienda única, sea cual fuere el origen de la obligación, hasta tanto el Congreso Nacional apruebe esa u otras propuestas, tal como lo hiciera la provincia de Santa Fe a través de la ley Nº 12.284.


En definitiva lo que se trata es de frenar ejecuciones que están sumiendo en la desesperación a gran cantidad de deudores que por haber confiado en las políticas que se llevaban adelante tomaron prestamos para acceder a la vivienda o para mejorar su emprendimiento productivo y al haberse cambiado abruptamente las reglas de juego quedaron no solo desprotegidos, sino en su mayoría en la miseria. 

Por lo expuesto les solicito a los Señores Diputados, me acompañen en el presente proyecto.
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